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que no abandone el tratamiento que tiene iniciado hasta alcanzar la total 
rehabilitación y no vuelva a cometer delito doloso en el plazo de tres años 
desde la publicación de este real decreto.

Dado en Madrid, el 18 de noviembre de 2005.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Justicia,

JUAN FERNANDO LÓPEZ AGUILAR 

 20599 RESOLUCIÓN de 30 de noviembre de 2005, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
gubernativo interpuesto por doña María Antonia Fuentes 
Torra, contra la negativa del registrador de la propiedad 
número 7, de Barcelona, a cancelar por caducidad una 
anotación preventiva de embargo prorrogada judicial-
mente antes de la entrada en vigor de la Ley 1/2000, de 7 
de enero, de Enjuiciamiento Civil.

En el recurso gubernativo interpuesto por doña María Antonia Fuen-
tes Torra, contra la negativa del Registrador de la Propiedad número 7 de 
Barcelona, don Antonio Giner Gargallo, a cancelar por caducidad una 
anotación preventivas de embargo prorrogada judicialmente antes de la 
entrada en vigor de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

Hechos

I

Con fecha 16 de junio de 2005 se presenta en el Registro de la Propie-
dad núm 7 de Barcelona, bajo el asiento núm. 618.0, del Diario 59, una 
instancia suscrita por la Sra. Doña María Antonia Fuentes Torra en la que 
se solicita la cancelación por caducidad de una anotación preventiva de 
embargo. La solicitud cancelatoria se refiere a la vivienda piso tercero, 
puerta tercera, escalera C, del edificio sito en Barcelona, calle de Nicara-
gua, núm. 128-138, inscrita como finca urbana, núm. 37776, en el Tomo 
824 del archivo, libro 824 de les Corts, folio 223. Dicha finca consta actual-
mente inscrita a favor de Doña María Antonia Fuentes Torra, quien la 
adquirió, en cuanto a una mitad indivisa por compraventa a «Lorma, S.L.», 
según escritura autorizada el 12 de diciembre de 1985 por el Notario de 
Madrid don Gabriel Baleriola Lucas, inscrita al Tomo 505, Libro 502, 
Folio 5, inscripción 3.ª, de fecha 28 de julio de 1986, y en cuanto a la otra 
mitad indivisa, por compraventa a Don Francisco Camallol Piñol, según 
escritura autorizada el 17 de febrero de 1994, por el Notario de Barcelona 
Don Carlos Cabadés O’Callaghan, inscrita al Tomo 505, Libro 502, Folio 5, 
inscripción 4.ª, de fecha 12 de diciembre de 1994.

II

La referida finca aparece actualmente gravada con anotación preven-
tiva de embargo sobre una mitad indivisa de la finca, entonces pertene-
ciente a Don Francisco Camallol Piñol, a favor del Banco Español de 
Crédito, S.A. El embargo fue trabado en virtud de autos de Juicio Ejecu-
tivo núm. 1179/93-2.ª, promovido por dicho Banco contra el citado Don 
Francisco Camallol Piñol. Esta anotación letra A tiene fecha de 15 de abril 
de 1994, al folio 5, del tomo 505, Libro 502, y está motivada por un manda-
miento expedido por el Juzgado de Primera Instancia núm. 49 de Barce-
lona de 23 de febrero de 1994. Al margen de la anotación consta nota de 
11 de mayo de 1995, de haberse expedido certificación de título y cargas, 
en virtud de los autos a que la misma se refiere, según mandamiento expe-
dido el 21 de abril de 1995. Dicha anotación letra A fue prorrogada por la 
anotación letra B, de fecha 20 de enero de 1998, al folio 223, del Tomo 824, 
Libro 824, motivada por un mandamiento expedido por el mismo Juzgado 
el 5 de diciembre de 1997.

III

Mediante escrito firmado por Doña María Antonia Fuentes Torra, 
fechado el 8 de junio de 2005, y presentado en el Registro de la Propie-
dad núm. 7 de Barcelona con fecha 16 de junio de 2005, bajo el asiento 
número 618.0, del Diario 59, se solicita la cancelación por caducidad de 
la referida anotación preventiva de embargo prorrogada, por conside-
rarse que han transcurrido más de cuatro años desde la entrada en vigor de 
la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, sin que dicha anota-
ción preventiva se haya vuelto a prorrogar de nuevo, por lo que conforme 
al artículo 86 de la Ley Hipotecaria, en su redacción dada por Disposición 
Final Novena de la Ley de Enjuiciamiento Civil, se ha producido la cadu-

cidad de la anotación preventiva. Se utiliza como argumento que la cadu-
cidad en estos casos ha sido reconocida en la Resolución de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 20 de diciembre de 2004.

IV

La nota de calificación de fecha 20 de junio de 2005 del Registrador de 
la Propiedad núm. 7 de Barcelona se expresa en los siguientes términos: 
«No cabe practicar la cancelación por caducidad de la anotación preven-
tiva de embargo que se solicita en la presente instancia porque la misma 
consta prorrogada antes de la entrada en vigor de la Ley 1/2000, de 7 de 
enero». En el Fundamento de Derecho único se utiliza la siguiente argu-
mentación para denegar la cancelación solicitada: «La Disposición Final 9.ª 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil, que entró en vigor el 8 de enero de 2001, 
modificó la redacción del artículo 86 de la Ley Hipotecaria en el sentido de 
determinar que las prórrogas de las anotaciones preventivas de embargo 
dejaran de tener duración indefinida para tener una duración de cuatro 
años. Con esta reforma se puso fin al sistema de prórroga indefinida del 
artículo 199 del Reglamento Hipotecario. Sin embargo, la norma no solu-
cionó las situaciones transitorias, es decir, las anotaciones prorrogadas 
antes de la entrada en vigor de la citada reforma. La Dirección General de 
los Registros y del Notariado en la Instrucción de 12 de diciembre de 2000 
citada dispuso que respecto a las anotaciones preventivas prorrogadas 
antes de la entrada en vigor de la Ley 1/2000 no sería necesario ordenar 
nuevas prórrogas ni procedería practicar asiento alguno en el Registro 
cuando, a pesar de todo, se presentara nuevo mandamiento de prórroga. 
La citada Instrucción no es vinculante (Resolución del Subsecretario del 
Departamento de Justicia de 2 de marzo de 2001), y ciertamente es discu-
tible. La propia Dirección General de los Registros y del Notariado en 
Resolución de 20 de diciembre de 2004 pareció apartarse de su criterio 
cuando llegó a más que insinuar que si la solicitud de cancelación de la 
anotación preventiva se hubiera efectuado con posterioridad a la entrada 
en vigor de la Ley 1/2000 podría mantenerse la posibilidad de cancelarla 
ya que los interesados podían haber pedido nueva prórroga. Esta afirma-
ción motiva la argumentación señalada en la propia instancia presentada. 
Sin embargo, la Dirección General de los Registros y del Notariado (.) 
vuelve a los argumentos de la Instrucción de 2000 en la Resolución de 19 
de febrero de 2005. Por tanto, no es que no existan argumentos a favor de 
la cancelación, que los hay, sino que por imperativo legal (artículo 327 de 
la Ley Hipotecaria) debo ajustar mi calificación a los criterios de la Direc-
ción General de los Registros y del Notariado los cuales, de momento, y 
salvo nuevos cambios, son los de considerar que las anotaciones preven-
tivas de embargo prorrogadas antes de la entrada en vigor de la Ley 1/2000 
no pueden cancelarse por caducidad por el simple transcurso de cuatro 
años desde la fecha de la anotación de prórroga sin ningún requisito 
más».

V

Frente a la referida nota de calificación, el 26 de octubre de 2005 se 
interpone por doña María Antonia Fuentes Torra recurso gubernativo 
núm. 340/2005 ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
con el siguiente fundamento: «Que la referida anotación preventiva causa 
ahora a la compareciente unos graves perjuicios económicos dada su 
antigüedad que data del año 1994, gravando por demás la mitad indivisa 
de su vivienda familiar, y como sea que mediante Resolución de esta 
Dirección General de fecha 21 de julio de 2005 se ha resuelto un recurso 
gubernativo, en un supuesto idéntico tanto objetiva como causalmente al 
que ahora nos ocupa, de forma favorable a lo que se interesa en el recurso 
interpuesto por la que aquí suscribe, es por lo que solicita de esa Direc-
ción General de los Registros y del Notariado la resolución lo más rápido 
posible del recurso gubernativo».

El registrador emitió el preceptivo informe de defensa de la nota de 
calificación, dentro de plazo reglamentario y elevó el expediente a este 
Centro Directivo.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 86 de la Ley Hipotecaria y 199.2 del Reglamento 
Hipotecario; la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 12 de diciembre de 2000; así como las Resoluciones de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 6 de mayo de 2000, 
24 de mayo de 2001, 11 de mayo de 2002, 23 de mayo de 2002, 27 de febrero 
de 2004, 12 de noviembre de 2004, 20 de diciembre de 2004, 19 de febrero de 
2005, 23 de mayo de 2005, 3 de junio de 2005, 11 de junio de 2005, 18 de 
junio de 2005 y 21 de julio de 2005.

1. En el presente recurso se vuelve a debatir sobre la negativa a can-
celar por caducidad una anotación preventiva de embargo, que fue pro-
rrogada con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil. Teniendo en cuenta el criterio aislado 
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recogido por la reciente Resolución de la Dirección General de los Regis-
tros y del Notariado de 21 de julio de 2005, contrario al sustentado con 
anterioridad por este Centro Directivo, conviene aclarar definitivamente 
la cuestión para el futuro.

2. Según lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 199 del 
Reglamento Hipotecario, «las anotaciones preventivas ordenadas por la 
Autoridad Judicial no se cancelarán por caducidad, después de vencida la 
prórroga establecida en el artículo 86 de la Ley, hasta que haya recaído 
resolución definitiva firme en el procedimiento en que la anotación pre-
ventiva y su prórroga hubieren sido decretadas». Este párrafo fue intro-
ducido en la reforma reglamentaria aprobada por Decreto de 17 de 
marzo de 1959, y tuvo por objeto impedir toda indefensión del anotante, 
al no prever el artículo 86 de la Ley Hipotecaria, en su primitiva redacción 
(la anterior a la modificación operada en el mismo por la Ley de Enjuicia-
miento Civil), exclusivamente una única prórroga de cuatro años.

En efecto, el texto del artículo 86, ap. 1.º de la Ley Hipotecaria que ha 
estado vigente hasta el día 8 de enero de 2001 venía a establecer que las 
anotaciones preventivas, cualquiera que fuera su origen, caducaban a los 
cuatro años, salvo aquellas que tuvieran señalado un plazo más breve. No 
obstante, a instancia de los interesados o por mandato de las autoridades 
que las decretaron, se permitía una única prórroga por un plazo de cuatro 
años más. La existencia de esta prórroga única de cuatro años venía pro-
vocando especiales problemas en el caso de las anotaciones preventivas 
judiciales, por lo que en la reforma reglamentaria de 1959 se consideró 
que debían mantener su vigencia durante toda la vida del proceso, 
teniendo en cuenta que la duración de éste no es previsible, e incluso que 
puede tener una duración superior a los cuatro años. La introducción del 
párrafo segundo del artículo 199 del Reglamento Hipotecario supuso la 
prórroga indefinida de estas anotaciones preventivas judiciales hasta que 
se dictara resolución firme en el proceso en que se hubieran adoptado, de 
manera que no caducaban por transcurrir el plazo de cuatro años. En este 
sentido se expresa la Exposición de Motivos del Decreto de 17 de marzo 
de 1959, donde puede leerse: «La prórroga de vigencia de las anotaciones 
preventivas ordenadas por la autoridad judicial en determinadas circuns-
tancias estaba impuesta por la experiencia procesal y era unánimemente 
solicitada para impedir que la caducidad de tales asientos se convirtiera 
en arma inadmisible de litigantes de mala fe». Esta finalidad fue asu-
mida con claridad por este Centro Directivo en Resoluciones de 25 de 
septiembre de 1972, 24 de mayo de 1990, 25 de mayo de 1990, 11 de abril 
de 1991, 29 de mayo de 1998, 6 de marzo de 1999 y 6 de mayo de 2000, 
entre otras muchas.

La nueva redacción del artículo 86 de la Ley Hipotecaria, en virtud de 
la Disposición Final Novena de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuicia-
miento Civil, incorpora en este punto una importante innovación: la posi-
bilidad de solicitar, no una única prórroga, sino prórrogas sucesivas. En 
este sentido, para evitar la caducidad, se hace necesario solicitar sucesi-
vas prórrogas de todas las anotaciones preventivas, incluidas las judicia-
les, sin que se pueda entender que éstas, una vez prorrogadas, no caducan 
hasta que así lo ordene expresamente la autoridad que las decretó. Desde 
esta perspectiva, el párrafo segundo del artículo 199 del Reglamento 
Hipotecario debe considerarse derogado. Ocurre, sin embargo, que desde 
el punto de vista de Derecho transitorio, en el momento de entrar en vigor 
la Ley de Enjuiciamiento Civil, existían numerosas anotaciones preventi-
vas, prorrogadas muchos años antes, sobre las que podía dudarse si iban 
a continuar o no en dicha situación de prórroga indefinida. Esta es la 
cuestión principal que se plantea en el presente recurso.

3. Todo cambio legislativo plantea el problema de decidir por qué 
legislación deben regirse los actos realizados y las situaciones creadas 
bajo el imperio de la antigua ley, cuyos efectos todavía persisten en el 
momento de entrar en vigor la ley nueva. Eso es lo que ocurría con las 
anotaciones preventivas judiciales prorrogadas antes de la entrada en 
vigor de la Ley de Enjuiciamiento Civil, que no contempló expresamente 
el problema. No obstante, cabía interpretar, aplicando los principios que 
inspiran la Disposición Transitoria Séptima de la Ley 1/2000, que las ano-
taciones practicadas antes de entrar en vigor la Ley debían seguirse 
rigiendo por la legislación anterior, aunque podría pedirse y obtenerse su 
revisión y modificación con arreglo al nuevo artículo 86 de la Ley Hipote-
caria. Aun teniendo en cuenta este principio, parecía dudosa la solución a 
adoptar en cuanto a las anotaciones prorrogadas judicialmente antes de 
las entrada en vigor de la Ley de Enjuiciamiento Civil, regidas por el 
artículo 199.2 del Reglamento Hipotecario. Así cabía interpretar que tales 
anotaciones prorrogadas ya no estaban sujetas a prórroga indefinida, sino 
que transcurridos los primeros cuatro años, debía solicitarse una nueva 
prórroga. Lo que ocurre es que en ese momento (el de entrada en vigor de 
la Ley 1/2000) podían existir prórrogas judiciales que hubieran durado ya 
cuatro años, de manera que una interpretación rigurosa de este principio 
obligaría a solicitar la prórroga en el mismo momento de entrada en vigor 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil, entendiéndose caducadas en caso con-
trario.

Con el objeto de resolver estos problemas de Derecho transitorio, la 
Instrucción de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 12 

de diciembre de 2000 planteó en sus apartados IV a VI la siguiente solu-
ción: Considerándose derogado el artículo 199.2 del Reglamento Hipote-
cario, el punto IV señala lo siguiente: «el principio general del Derecho del 
carácter no retroactivo de las normas, salvo que en ellas se disponga lo 
contrario, recogido en el artículo 2.3 del Código Civil significa que las 
anotaciones preventivas prorrogadas en virtud de mandamiento presen-
tado en el Registro de la Propiedad antes de la entrada en vigor de la Ley 
1/2000, esto es, antes del 8 de enero de 2001, deben regirse por la legisla-
ción anterior. Por el contrario, las anotaciones preventivas prorrogadas 
en virtud de mandamiento presentado en el Registro de la Propiedad una 
vez en vigor la nueva redacción del artículo 86 de la Ley Hipotecaria, 
caducarán automáticamente una vez transcurrido el plazo por el que se 
haya ordenado la prórroga, computado desde la fecha de la anotación 
misma de prórroga, pudiendo practicarse sucesivas ulteriores prórrogas 
en los mismos términos». A ello se añade en el punto VI: «Con relación a 
las anotaciones preventivas prorrogadas antes de la entrada en vigor de la 
Ley 1/2000, no será necesario, por tanto ordenar nuevas prórrogas, ni 
procederá practicar asiento alguno en el Registro de la Propiedad caso de 
que a pesar de todo se libre mandamiento de prórroga».

A pesar de las críticas a esta solución vertidas por un sector doctrinal, 
lo que se pretendió por este Centro Directivo fue dotar al sistema de segu-
ridad jurídica, de tal manera que las diversas situaciones posibles en el 
momento de entrar en vigor la Ley de Enjuiciamiento Civil no ofrecieran 
dudas. De esta manera, podían plantearse tres posibilidades diferentes. 
En primer lugar, la de aquellas anotaciones preventivas que se solicita-
sen a partir de la entrada en vigor de la LEC, que quedaban sujetas al 
artículo 86 de la Ley Hipotecaria en su nueva redacción, es decir, some-
tidas a un plazo de caducidad de cuatro años, siendo susceptibles de 
prórrogas sucesivas. En segundo lugar, estaban las anotaciones preven-
tivas practicadas antes de entrar en vigor la LEC, que se sometían a este 
mismo régimen, es decir, caducaban a los cuatro años, pero admitían 
prórrogas sucesivas con arreglo al nuevo régimen, y no una única pró-
rroga como ocurría con anterioridad. Finalmente estaba el caso de las 
anotaciones preventivas prorrogadas antes de entrar en vigor la LEC. En 
este tercer supuesto, siendo la prórroga, y no la anotación, lo que se había 
practicado antes de entrar en vigor la LEC, la solución adoptada es que 
continuaran rigiéndose por la anterior legislación, aplicándose lo dis-
puesto el artículo 199.2 del Reglamento Hipotecario, considerándose por 
tanto la prórroga indefinida, sin necesidad de solicitar su renovación a los 
cuatro años.

Para evitar todo tipo de equivocaciones en cuanto a este tercer 
supuesto, la Instrucción de 12 de diciembre de 2000 se refiere a las anota-
ciones preventivas prorrogadas en virtud de mandamiento judicial «pre-
sentado en el Registro de la Propiedad antes de la entrada en vigor de la 
Ley 1/2000», resultando así que el momento clave a los efectos de saber si 
se les aplica una u otra legislación es el de la práctica del asiento de pre-
sentación, con independencia de la fecha de la resolución judicial en que 
se hubiera acordado. De esta manera, si el asiento de presentación es 
posterior a la entrada en vigor de la Ley de Enjuiciamiento Civil, aunque 
la resolución judicial sea de fecha anterior y cite el artículo 199.2 del 
Reglamento Hipotecario, resultará que el régimen aplicable será el del 
nuevo artículo 86 de la Ley Hipotecaria, por lo que antes de que finalice la 
primera prórroga de cuatro años, para evitar la caducidad será preciso 
solicitar una nueva prórroga, y así sucesivamente. Por el contrario, si el 
mandamiento judicial interesando la prórroga se presenta en el Registro 
de la Propiedad antes de entrar en vigor de la Ley 1/2000, queda sometido 
al régimen del artículo 199.2 del Reglamento Hipotecario, aunque la ano-
tación de la prórroga se practique efectivamente después su entrada en 
vigor.

Con la interpretación sentada por la Instrucción de 12 de diciembre 
de 2000 quedó claro que, para las anotaciones preventivas prorrogadas 
antes de la entrada en vigor de la Ley 1/2000, no era necesario ordenar 
nuevas prórrogas. En este sentido, se han venido considerando prorroga-
das indefinidamente en Resoluciones de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado de 6 de mayo de 2000, 24 de mayo de 2001, 11 de 
mayo de 2002, 23 de mayo de 2002, 27 de febrero de 2004, 12 de noviem-
bre de 2004, 20 de diciembre de 2004, 19 de febrero de 2005, 23 de mayo 
de 2005, 3 de junio de 2005, 11 de junio de 2005 y 18 de junio de 2005. 
Cabe destacar que se utiliza expresamente la Instrucción de 12 de diciem-
bre de 2000 como argumento para fundamentar su decisión en las Reso-
luciones de 27 de febrero de 2004, 20 de diciembre de 2004, 19 de febrero 
de 2005, 23 de mayo de 2005, 11 de junio de 2005 y 18 de junio de 2005. 
En este sentido, reiterando la argumentación sustentada en otras anterio-
res, en la Resolución de 18 de junio de 2005 se destaca que «es preciso 
acudir a lo dispuesto por esta Dirección General en la Instrucción de 12 
de diciembre de 2000, sobre interpretación del artículo 86 de la Ley 
Hipotecaria, en la nueva redacción dada por la Disposición Novena de la 
Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. Conforme a la misma, 
el artículo 199 del Reglamento Hipotecario debe entenderse derogado a 
partir de la entrada en vigor de la Ley 1/2000, por ser esta norma de 
mayor rango y posterior. Ahora bien, el principio general del Derecho del 



BOE núm. 299 Jueves 15 diciembre 2005 41003

carácter no retroactivo de las normas, salvo que en ellas se disponga lo 
contrario, recogido en el artículo 2.3 del Código Civil, significa que las 
anotaciones preventivas prorrogadas en virtud de mandamiento pre-
sentado en el Registro de la Propiedad antes de la entrada en vigor de 
la Ley 1/2000, esto es, antes del 8 de enero de 2001, deben regirse por 
la legislación anterior. Por el contrario, las anotaciones preventivas 
prorrogadas en virtud de mandamiento presentado en el Registro de la 
Propiedad una vez en vigor la nueva redacción del artículo 86 de la Ley 
Hipotecaria, caducarán automáticamente una vez transcurrido el plazo 
por el que se haya ordenado la prórroga, computado desde la fecha de la 
anotación misma de prórroga, pudiendo practicarse sucesivas ulteriores 
prórrogas en los mismos términos. Así, con relación a las anotaciones 
preventivas prorrogadas antes de la entrada en vigor de la Ley 1/2000, no 
será necesario, por tanto, ordenar nuevas prórrogas, ni procederá aplicar 
asiento alguno en el Registro de la Propiedad caso de que a pesar de todo 
se libre mandamiento de prórroga. En definitiva, según lo expuesto, res-
pecto de las anotaciones prorrogadas antes de la entrada en vigor de la 
nueva redacción del artículo 86 de la Ley Hipotecaria no cabe su cancela-
ción por caducidad. De no ser así se originaría gran inseguridad jurídica. 
Por el contrario, si la prórroga se ha decretado expresamente con poste-
rioridad a la Ley de Enjuiciamiento Civil, por cuatro años, podrá cance-
larse por caducidad cuando transcurra el plazo de prórroga sin que se 
haya vuelto a prorrogar».

4. Frente al criterio unánime y reiterado a que se acaba de hacer 
referencia, una decisión aislada de este Centro Directivo, la Resolución 
de 21 de julio de 2005, adopta la postura contraria. Así, en su Fundamento 
de Derecho único se afirma lo siguiente: «Se plantea en este supuesto la 
posible cancelación por caducidad de una anotación preventiva prorro-
gada con anterioridad a la vigencia de la nueva Ley de Enjuiciamiento 
Civil. Esta Dirección General ha interpretado la normativa aplicable en el 
sentido de no ser posible dicha cancelación en supuestos en los que la 
solicitud de cancelación se había presentado sin que hubiese transcurrido 
el plazo de cuatro años desde la entrada en vigor de la nueva normativa 
sobre prórrogas contenida en el artículo 86 de la LH en su redacción dada 
por la Ley 1/2000 y sin perjuicio de otros requisitos aplicables al caso 
concreto. Ahora bien, en el presente supuesto han transcurrido ya cuatro 
años de vigencia de esta nueva normativa en el momento de la solicitud 
de cancelación sin que se haya procurado la prórroga de la anotación 
preventiva considerada, y según esa normativa no cabe la vigencia de 
anotaciones preventivas más allá del plazo de cuatro años si no consta la 
correspondiente prórroga. Por ello hay que interpretar que transcurrido el 
indicado plazo la anotación preventiva y su prórroga están caducadas y 
procede por tanto su cancelación».

Ciertamente esta posibilidad se había apuntado ya en Resoluciones 
anteriores, concretamente en las de 27 de febrero de 2004, 12 de noviembre 
de 2004, y 20 de diciembre de 2004. Así en la Resolución de 27 de febrero de 
2004 se afirma que «podría realizarse la cancelación si se acreditara la 
finalización del procedimiento en el que se tomó la anotación, siempre 
que hubiera transcurrido un plazo prudencial, pero en el presente caso no 
se ha acreditado ni siquiera tal finalización de dicho procedimiento, y, en 
todo caso, lo que es indudable es que no cabe la cancelación de una ano-
tación prorrogada antes de enero de 2000 cuando aún no han transcurrido 
cuatro años desde la vigencia de la norma que expresamente recogió la 
posibilidad de tales prórrogas ulteriores». Lo anterior se reitera literal-
mente en las Resoluciones de 12 de noviembre y 20 de diciembre de 2004, 
en las que además se añade lo siguiente: «Cuestión distinta sería si la 
solicitud de cancelación se realizara transcurridos cuatro años de la 
entrada en vigor de dicha norma, pues, en dicho supuesto, podría mante-
nerse que una aplicación teleológica de tal doctrina legal, que impone la 
regla de la caducidad, sería incompatible con el mantenimiento de la pró-
rroga transcurridos cuatro años desde su vigencia, pues en dicho plazo 
los interesados podrían haber instado una nueva prórroga; pero tal cues-
tión no es necesario resolverla en el presente supuesto». Igualmente en la 
Resolución de 11 de junio de 2005 se llega a afirmar: «Debe hacerse cons-
tar que tampoco procede por las circunstancias del supuesto considerar 
si debería entenderse o no vigente la prórroga de la anotación si hubieran 
transcurrido cuatro años desde la entrada en vigor de la nueva normativa 
sobre prórrogas incorporada a la Ley de Enjuiciamiento Civil; en efecto, 
en este caso, la adjudicación se inscribió bajo la vigencia de la legislación 
anterior y además ni siquiera han transcurrido los cuatro años indicados 
cuando el documento en cuestión se presenta en el Registro».

5. Teniendo en cuenta las disparidad de enfoques reseñada, este 
Centro Directivo quiere zanjar definitivamente la cuestión, volviendo al 
criterio expresado de la Instrucción de 13 de diciembre de 2000, que es 
donde se dio solución a los problemas de Derecho Transitorio que se 
avecinaban en el momento de entrar en vigor la Ley 1/2000. Lo contrario 
supondría dejar en situación de desamparo e indefensión a los beneficia-
rios de este tipo de anotaciones prorrogadas que, tomando como referen-
cia el contenido de la Instrucción han podido encontrarse ante alguna de 
estas tres situaciones: No pidieron en su momento una nueva prórroga en 
atención a que la Instrucción señalaba expresamente que se regían por 

la legislación anterior, de manera que no era necesario ordenar nuevas 
prórrogas. O bien solicitaron prórroga para acomodarse a la nueva 
situación en que se permiten prórrogas sucesivas periódicas, pero el tri-
bunal no accedió a dictar el oportuno mandamiento por no considerarlo 
necesario, al entender aplicable la regla prevista en el artículo 199.2 del 
Reglamento Hipotecario. O bien, finalmente, aunque lo solicitaron y el 
tribunal dictó mandamiento de prórroga de la anotación, el Registrador 
de la Propiedad no accedió a la práctica de ningún asiento, pues la Ins-
trucción determina que en estos casos no es necesario ni ordenar nuevas 
prórrogas, «ni procederá practicar asiento alguno en el Registro de la 
Propiedad caso de que a pesar de todo se libre mandamiento de pró-
rroga».

En definitiva, si ahora se considerara que, una vez transcurridos 
cuatro años desde la entrada en vigor de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, han caducado las anotaciones preventivas prorrogadas judicial-
mente con anterioridad, lo que se estaría haciendo es despojar a estos 
anotantes de los medios necesarios para defender su derecho. Tales ano-
tantes, confiando en el contenido de la Instrucción, o bien adoptaron una 
actitud pasiva, o aun intentando una nueva prórroga con arreglo al nuevo 
sistema establecido en el artículo 86 de la Ley Hipotecaria, se encontraron 
con que se les privó de esta posibilidad por el Juez o por el Registrador de 
la Propiedad. Por ello, de seguirse el criterio de la Resolución de 21 de 
julio de 2005, sucedería ahora que todas las anotaciones preventivas judi-
ciales prorrogadas antes de entrar en vigor la Ley 1/2000 habrían quedado 
irremisiblemente condenadas a caducar a los cuatro años de dicha 
entrada en vigor, pues durante este plazo a los interesados ni siquiera se 
les ha permitido acomodar el asiento correspondiente a la nueva norma-
tiva. Por otro lado, desde un punto de vista práctico, deben tenerse pre-
sentes los posibles perjuicios que, de mantenerse la postura contraria, 
podrían ocasionarse en los casos de ejecuciones de anotaciones preventi-
vas judiciales prorrogadas antes de entrar en vigor la LEC, si éstas se 
consideraran ahora caducadas.

6. En el presente recurso, la recurrente se refiere a los graves perjui-
cios económicos que podría ocasionarle la vigencia de la anotación preven-
tiva, dada su antigüedad que data del año 1994, gravando por demás la 
mitad indivisa de su vivienda familiar. Sin embargo, la prórroga de la anota-
ción data de 1998, y lo que trata es de asegurar el resultado de un procedi-
miento de ejecución, por lo que, de acuerdo con la postura que aquí se 
mantiene, ha de subsistir mientras dure dicho procedimiento. Este mismo 
criterio es que recoge ahora el artículo 86 de la Ley Hipotecaria al no poner 
ningún límite al número de prórrogas que se pueden solicitar. En este sen-
tido, estando vivos los procedimientos en que se ordenaron las anotaciones 
y sus prórrogas, no procede la cancelación por caducidad pues se frustraría 
con ello la finalidad de este asiento registral. Esto no supone ningún perjui-
cio, dado que si el procedimiento ha concluido (por auto de aprobación 
del remate una vez consignado el precio por el adjudicatario, por sobre-
seimiento o por cualquier otro motivo), sí que cabría pedir la cancelación 
de la anotación preventiva. En este sentido y dado que, siguiendo la Instruc-
ción de 12 de diciembre de 2000, se considera que las anotaciones preventi-
vas prorrogadas antes de la entrada en vigor de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil se rigen por lo dispuesto en el artículo 199.2 del Reglamento Hipoteca-
rio, como se afirma en la Resolución de la Dirección General de los Regis-
tros y del Notariado de 24 de mayo de 1990, dicho precepto reglamentario 
debe interpretarse en el sentido de que toda cancelación por caducidad de 
una anotación preventiva prorrogada exige que se justifique la terminación 
del proceso en que se decretó. Abundando en esta argumentación, debe 
apreciarse la necesidad de la que la prórroga de la anotación preventiva 
judicial subsista hasta que la propia resolución judicial firme acceda al 
Registro, pues de no seguirse esta interpretación, se dejaría desamparado 
al anotante, ya si la anotación preventiva caducara automáticamente una 
vez firme la resolución judicial, el ejecutado, titular registral inscrito, 
podría burlar fácilmente la protección que al anotante brinda el Registro a 
través de enajenaciones a favor de terceros.

Asumido este criterio, para este Centro Directivo se hizo preciso esta-
blecer un plazo razonable para cancelar la anotación, tras la firmeza de la 
resolución judicial que pone fin al proceso, teniendo en cuenta las siem-
pre previsible dilaciones en la expedición de la documentación judicial. 
Por ello, se reitera aquí el criterio adoptado por la Resolución de la Direc-
ción General de los Registros y del Notariado de 29 de mayo de 1998, en 
el sentido de aplicar analógicamente lo dispuesto en el artículo 157 de la 
Ley Hipotecaria, de manera que se reconoce un plazo de seis meses, con-
tados desde la emisión de la resolución judicial firme en el proceso en que 
la anotación preventiva y su prórroga fueron decretadas, para poder pro-
ceder a su cancelación. Este mismo enfoque es el que se ha venido reite-
rando en otras Resoluciones posteriores, concretamente en las de 11 de 
mayo de 2002, 23 de mayo de 2002, 27 de febrero de 2004, 12 de noviem-
bre de 2004, 20 de diciembre de 2004, 19 de febrero de 2005, 23 de mayo 
de 2005 y 18 de junio de 2005. Además de ello, como se recoge en las 
Resoluciones de 3 de junio de 2005 y 11 de junio de 2005, si esta cance-
lación no se ha instado y la anotación y su prórroga no están canceladas 
cuando se presenta el testimonio del auto de adjudicación que se inscribe, 
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dicha anotación ha de entenderse vigente, porque las anotaciones prorro-
gadas no caducan, y en consecuencia no pueden cancelarse de oficio 
transcurridos los cuatro años de vigencia y los de su prórroga, de manera 
que la adjudicación derivada del procedimiento ejecutivo que motivó la 
anotación de embargo, debe haberse presentado en el Registro antes de 
que caduque la anotación preventiva de embargo o si está prorrogada, 
mientras no se haya cancelado expresamente.

7. En conclusión, de los antecedentes fácticos expuestos resulta, tal 
y como indica la nota de calificación, que la anotación preventiva fue 
objeto de prórroga con anterioridad a la entrada en vigor de la nueva 
redacción del artículo 86 de la Ley Hipotecaria, por lo que queda sometida 
a prórroga indefinida en los términos del artículo 199.2 del Reglamento 
Hipotecario, de manera que no cabe la cancelación por caducidad de la 
misma, sin perjuicio de que, una vez transcurridos seis meses, computados 
desde la emisión de la resolución judicial firme en el proceso en que la 
anotación preventiva y su prórroga fueron decretadas, se pueda solicitar 
su cancelación.

En consecuencia, esta Dirección ha acordado desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la nota de calificación en los términos que resul-
tan de los precedentes fundamentos de derecho.

Contra esta Resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de la Capital de la Provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su 
notificación siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello 
conforme a lo establecido en los artículos 325 y siguientes de la Ley Hipo-
tecaria.

Madrid, 30 de noviembre de 2005.–La Directora general, Pilar Blanco-
Morales Limones.

Sr. Registrador de la Propiedad número 7 de Barcelona. 

 20600 ORDEN JUS/3894/2005, de 21 de noviembre,  por la que se 
manda expedir, sin perjuicio de tercero de mejor derecho, 
Real Carta de Sucesión en el título de Conde de Arcentales, 
a favor de don Joaquín-Ignacio Londaiz y Mencos.

De conformidad con lo prevenido en el Real Decreto de 27 de mayo
de 1912, este Ministerio, en nombre de S.M. el Rey (q.D.g.), ha tenido a 
bien disponer que, previo pago del impuesto correspondiente, se expida, 
sin perjuicio de tercero de mejor derecho, Real Carta de Sucesión en el 
título de Conde de Arcentales, a favor de don Joaquín-Ignacio Londaiz
y Mencos por fallecimiento de doña Piedad del Arco y Figueroa.

Madrid, 21 de noviembre de 2005.

LÓPEZ AGUILAR

Sra. Subsecretaria de Justicia. 

MINISTERIO 
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

 20601 RESOLUCIÓN de 12 de diciembre de 2005, de Loterías y 
Apuestas del Estado, de corrección de errores de la de 28 de 
noviembre de 2005, por la que se determinan los partidos 
de fútbol que integran los boletos de la Apuesta Deportiva de 
las jornadas 21.ª a 28.ª de la temporada 2005/2006.

Advertidos errores en el texto de la Resolución de fecha 28 de noviem-
bre de 2005 de Loterías y Apuestas del Estado, publicada en el Boletín 
Oficial del Estado número 288 de fecha 2 de diciembre de 2005, por la que 
se determinan los partidos de fútbol que integran los boletos de la 
Apuesta Deportiva de las jornadas 21.ª a 28.ª de la temporada 2005/2006, a 
continuación se procede a rectificarlos:

En la página 39803 en la Jornada 21.ª se debe añadir el partido n.º 15: 
«P15. R. Sociedad-Athletic Club».

En la página 39803 en la Jornada 22.ª se debe añadir el partido n.º 15: 
«P15. At. Madrid-Deportivo».

Madrid, 12 de diciembre de 2005.–El Director general, Jesús Vicente 
Evangelio Rodríguez. 

 20602 RESOLUCIÓN de 2 de diciembre de 2005, de la Dirección 
General de Patrimonio del Estado, por la que se hace 
pública la declaración de la prohibición de contratar de la 
empresa «Servicios Integrales de Mantenimiento, Socie-
dad Limitada».

El Ministro de Economía y Hacienda, con fecha 18-11-05, a propuesta 
de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Admi-
nistrativa ha acordado la declaración de la prohibición para contratar en 
el ámbito de las Administraciones Públicas de la empresa Servicios Inte-
grales de Mantenimiento, S. L. con C.I.F número B11091949 y domicilio en 
11009 Cádiz, Avenida Ana de Villa, 3, Edificio Minerva, 3.º, Oficina 309, por 
haber incurrido en la causa d) del artículo 20 de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas, por el plazo de seis meses.

Lo que se hace público de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 20 del Reglamento General de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas, aprobado por Real Decreto 1098/2001, de 
12 de Octubre.

Madrid, 2 de diciembre de 2005.–La Directora general, María Mercedes 
Díez Sánchez. 

 20603 ORDEN EHA/3895/2005, de 19 de octubre, de extinción y 
cancelación del Registro administrativo de entidades ase-
guradoras de la Mutualidad de Previsión Social de Pen-
sionistas y futuros Pensionistas de la Renfe.

Con fecha 23 de abril de 2002 la Mutualidad de Previsión Social de 
Pensionistas y futuros Pensionistas de la Renfe ha presentado certifica-
ción del acta de la asamblea general celebrada el 13 de abril de 2002 en la 
que se adoptó el acuerdo de disolución y liquidación, así como el nombra-
miento de los componentes de la comisión liquidadora.

La comisión liquidadora de la citada entidad con fecha 28 de julio 
de 2.005 remite documentación acreditativa de la finalización de la liqui-
dación de la mutualidad y solicita que se declare la extinción y consi-
guiente cancelación de la misma del Registro administrativo previsto en 
el artículo 74. 1 del texto refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión 
de los Seguros Privados aprobado por Real Decreto Legislativo 6/2004, 
de 29 de octubre.

En consecuencia a propuesta de la Dirección General de Seguros y 
Fondos de Pensiones he resuelto declarar la extinción y consiguiente 
cancelación del Registro administrativo de entidades aseguradoras pre-
visto en el artículo 74.1 del texto refundido de la Ley de Ordenación y 
Supervisión de los Seguros Privados a probado por Real Decreto Legisla-
tivo 6/2004, de 29 de octubre, de la entidad denominada Mutualidad de 
Previsión Social de Pensionistas y futuros Pensionistas de la Renfe.

Contra la presente Orden Ministerial, que pone fin a la vía administra-
tiva, de conformidad con lo previsto en el artículo 109 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común y disposición adicional 
decimoquinta de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcio-
namiento de la Administración General del Estado, se podrá interponer 
con carácter potestativo recurso de reposición, en el plazo de un mes, 
contado a partir del día siguiente a la notificación de la misma, de 
acuerdo con los artículos 116 y 117 de la citada Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre. Asimismo se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo ante la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Audiencia 
Nacional, en el plazo de dos meses, a partir del día siguiente a su notifica-
ción, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 11.1.a), 25 y 46 de 
la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa.

Madrid, 19 de octubre de 2005.–El Ministro, P.D. (Orden EHA/3923/2004, 
de 22 de octubre, B.O.E. de 30-11-2004), el Secretario de Estado de Econo-
mía, David Vegara Figueras.

Sr. Director General de Seguros y Fondos de Pensiones. 


